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			Lo que en última instancia significa el cambio democrático es la mutación del súbdito en ciudadano






			PORFIRIO MUÑOZ LEDO






			El 21 de julio de 2022 Porfirio Muñoz Ledo convocó a una pluralidad de voces y personalidades de diversas organizaciones y a destacados políticos para presentar la fundación que lleva su nombre. En compañía de Cuauhtémoc Cárdenas, José Woldenberg, Clara Jusidman y Lorena Ruano, Porfirio dio a conocer la plataforma colectiva generadora de ideas y proyectos concebida para responder a los grandes retos del país.






			Uno de los objetivos principales de la organización es el análisis y conocimiento de la transición democrática en el país de finales del siglo XX y principios del actual. Para cumplir este propósito y como una de las primeras iniciativas de la Fundación, Porfirio planteó la publicación de un libro colectivo en el que se recogieran los testimonios de quienes participaron en los hechos desde distintas trincheras.






			La selección de los autores fue un intenso ejercicio en el que Porfirio recordó los momentos clave del proceso, sus actores y aquellas personas que se han dedicado a estudiar el fenómeno. Cuidadosamente creó un índice en el que se narraran los hechos sobre la construcción de la democracia en México.






			Durante seis décadas en la política, Porfirio Muñoz Ledo imaginó distintos caminos posibles en la larga transición de México hacia la democracia y una nueva República. Este libro es el testimonio de su último esfuerzo por contar la historia política del país que añoraba transformar.
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			Transición democrática






			El juez más severo que tuvo Porfirio Muñoz Ledo fue él mismo. Su mente era una permanente olla en ebullición. No dejaba de cuestionarse a sí mismo, al tiempo, claro, que cuestionaba a los demás. Su lenguaje corporal —antes, durante y después de una intervención— delataba una mente en acecho de lo que iba a decir, lo que estaba diciendo, lo recién dicho, lo que hubiera querido decir, pero ya no dijo, y, por supuesto, lo que decían los demás. Con él, no cabía la posibilidad de distraerse. Hacerlo conllevaba la pena de perder el hilo de un argumento complejo y demoledor o, peor aún, ser descartado por un interlocutor con el que valía la pena ocupar el tiempo.






			Muñoz Ledo fue un pensador profundo y analítico. En el lenguaje oral y escrito, su prosa daba valor a cada palabra.Todas tenían su propio peso y lugar. Sus ideas eran poderosas, persuasivas, irónicas o efusivas. Según la circunstancia. No fue casual haber sido varias veces campeón de oratoria, aunque de niño, decía, había sido tartamudo. Buen deportista, nadador —sabía hacerlo en aguas turbulentas— y boxeador. A su maestro Mario de la Cueva le regaló los “guantes de oro” que había ganado en un torneo cuando era estudiante en la Universidad. Y no obstante que su mente lúcida era la de un avezado ajedrecista, pues de inicio su jugada maestra trataba de ir siempre adelante, dejaba a sus contrincantes desconcertados cuando —siguiendo la metáfora— sacrificaba a su reina o cambiaba una torre o un caballo por un peón y, a su vez, no descartaba el enroque ni el empate cuando veía perdida la partida. Era un estratega por naturaleza. ¿Contradictorio? Sin duda, pero tenía una cierta lógica —que no todos compartían— en sus procesos dialécticos, críticos, ofensivos o defensivos.






			La vitalidad intelectual de un personaje como Porfirio Muñoz Ledo no parecía tener freno. Sus últimas propuestas no fueron más que el apunte de la antítesis de sus propias tesis. Era un dialéctico en permanente diálogo: primero, consigo mismo; después, con los demás.






			Esa vitalidad lo mantuvo activo hasta el final de su vida y, por ello, dejó varias tareas pendientes. Una de ellas: concluir y llevar a término su último proyecto editorial, Camino a la nueva República. El esfuerzo lo asumió su hijo, el diplomático Porfirio Thierry Muñoz Ledo, con el que tuvo grandes afinidades culturales, profesionales y de otra índole. La tarea, como tantas que emprendió su padre, era compleja e implicaba un esfuerzo intelectual para conciliar y entender la razón por la que Porfirio invitó a colaborar a un notable e interesante grupo de actores políticos; un variopinto mosaico de ideas y contrastes, tal como fue el trayecto y el pensamiento del político guanajuatense.






			A pasamano, Thierry me encargó parte de la encomienda con la elaboración de este prólogo, hecho que agradezco profundamente, pues, entre otras cosas, me permite mostrar el afecto que le tuve a su padre.






			A Porfirio lo conocí de muy joven en la casa de otro distinguido universitario, quien fue también su dilecto maestro: José Campillo Sáinz, cuyo hijo José Ignacio* ha sido mi amigo durante varias décadas, como lo fue de también Muñoz Ledo, del que sé estuvo cerca hasta pocos días antes de su muerte. Los Campillo fueron siempre otro vínculo común que tuve con Porfirio, más allá de la relación profesional y personal que desarrollamos posteriormente y que a mí me resultó siempre enriquecedora y estimulante.






			Hablar de Porfirio no es cosa sencilla. Si te descuidas puede resultar inagotable. Sus años de universitario, como miembro de la llamada Generación del Medio Siglo de la Facultad de Derecho, reflejan sus tempranas inquietudes políticas e intelectuales. Sus compañeros, con quienes también tuve ocasión de convivir, sobre todo durante los años que fui rector de la UNAM, muestran esa gran riqueza plural que solo te puede dar la Universidad: Carlos Fuentes, Víctor Flores Olea, Enrique González Pedrero, Mario Moya Palencia y Miguel Alemán Velasco, entre otros.






			Su Historia oral, propiciada por James Wilkie en agotadoras entrevistas a lo largo de más de dos años, dibuja la personalidad arrolladora de Porfirio desde 1933, año de su nacimiento, hasta 1988, cuando se cerró un ciclo e inició otro que duraría 25 años más: el de mayores contrastes y de mayor trascendencia en la vida política del país y, a su vez, el más controvertido en la vida pública de Muñoz Ledo. Es justamente en 1988 cuando Porfirio, Cuauhtémoc Cárdenas e Ifigenia Martínez —otra gran universitaria— renuncian al PRI y fundan la Corriente Democrática. Electo senador ese mismo año, a partir de ese momento Muñoz Ledo iniciaba así una nueva etapa de su vida política y lo que él visualizó como la transición democrática.






			De esa visión, entiendo, nació la idea de convocar a 15 voces, tan independientes como disímbolas, para la elaboración de esta obra. Lo que muestra, entre otras cosas, que para Porfirio el arrojo estaba por encima de las diferencias ideológicas.






			Las opiniones a las que él convocó valen por sí mismas y, por lo mismo, no caben juicios valorativos: valen porque él las convocó y porque consideró que son valiosas para la historia política de las instituciones del país. “Para mí —decía Muñoz Ledo— la educación es una pedagogía social… Pienso que mi verdadera vocación es la de educador; es más, soy un político didáctico”. Coincido. Creo que, en efecto, lo era.






			Quienes en respuesta a la invitación de Porfirio aportaron sus opiniones, sus análisis y reflexiones, reflejan una amplia diversidad de corrientes de pensamiento, de posicionamientos políticos y de las diversas rutas que cada uno de los convocados decidió seguir en su carrera política. ¿Por qué optó Porfirio en conjuntar estas voces y no otras? Solo él lo supo. Lo que sí queda claro es que lo hizo con ánimo plural y diverso. Tal es la nómina de quienes hoy contribuyen en este esfuerzo editorial. En todos, tomando la frase del amigo, “hay un hambre de liderazgo que frustra la conspiración de los mediocres”.






			Pero me parece que lo más importante es subrayar que contribuir con la presente obra —incluidas, por supuesto, estas líneas introductorias— es reconocer el legado de uno de los grandes políticos de los últimos tiempos en nuestro país; es contribuir a honrar ese compromiso que él mismo se impuso cuando declaraba, palabras más, palabras menos: “Cuando me jubile, quiero narrar la historia de los procesos y las instituciones políticas del país a las que me he dedicado”.






			Creo que Porfirio Muñoz Ledo, el político audaz, el agudo polemista, el conversador insaciable, el ensayista de juicios lapidarios, nunca dejó de ser universitario. Creo que mantuvo vivo hasta el final ese espíritu inquieto e inquisitivo, provocador y creativo, culto, inteligente, mordaz y desafiante que lo acredita cabalmente como tal… Y con ese espíritu inicia la narrativa de esta versión de Camino a la nueva República.






			JUAN RAMÓN DE LA FUENTE
Ciudad Universitaria, enero de 2024






			

			

			* Le agradezco a mi querido amigo Pepe Campillo las ideas y remembranzas que, en recuerdo también de su señor padre, me permitieron elaborar estas líneas.
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			Nuestra transición a la democracia1






			CUAUHTÉMOC CÁRDENAS SOLÓRZANO






			La democracia se manifiesta y expresa en los terrenos políticos en diferentes ámbitos y formas: en el planteamiento ideológico, en lo electoral, lo social, lo económico; en el carácter, tipo de gobierno o dirección y objetivos de las instituciones; en la efectividad del Estado de derecho, en el respeto de los derechos ciudadanos y en el cumplimiento de los compromisos internacionales por parte de las autoridades.Todo lo que puede caracterizar a la democracia es importante en la práctica para calificarla como plena o limitada, así como para estimar, según quien lo aprecie, el grado de democracia que existe en una nación y en una sociedad o lo democrático de un gobierno o de un sistema político.






			Se verá, en los párrafos que siguen, cómo se realizaron en nuestro país los procesos electorales federales de 1934 a 1997, qué partidos y candidatos presidenciales tomaron parte en ellos, qué autoridades electorales condujeron y regularon los procesos; cómo, a partir de 1988, empieza a darse un proceso que culmina en 1997, cuando se logró por primera vez que los votos se respetaran y se contaran bien en una elección federal, lo que no quiere decir que las elecciones de esa fecha en adelante y hasta hoy no muestren distorsiones o ilegalidades; y, finalmente, los pendientes que aún quedan para que, efectivamente, pueda hablarse de que se transita en el terreno electoral a una democracia sin distorsiones. Se verá también que el proceso actual para impulsar el cambio democrático tiene sus raíces en la Corriente Democrática, cuyos planteamientos de hace casi cuatro décadas mantienen vigencia para orientar hoy la lucha por la democracia.






			Las elecciones de 1934 a 1982






			Las administraciones que surgen en México a raíz de la promulgación de la Constitución del 5 de febrero de 1917 dieron particular atención a los aspectos sociales de la democracia —el fraccionamiento de latifundios, la legislación en materia de derechos de los trabajadores, la educación, etc.—, aunque no dieron la misma relevancia a la expansión y fortalecimiento de la democracia electoral.






			En torno a lo electoral, e independientemente de los sucesos de orden nacional en otras cuestiones, es importante señalar que la designación de candidatos dentro del partido oficial no fue siempre, como algunos han señalado, por la decisión unipersonal del presidente de la República, como sí lo fue en la época de los tapados: en la década de 1930, quizá por la fuerza y representatividad políticas propias de los contendientes, se produjo una apertura con sentido democrático al interior del partido de Estado —el Partido Nacional Revolucionario (PNR)— que dio lugar a que en 1933 se presentaran como precandidatos, abierta y públicamente, Manuel Pérez Treviño, presidente del PNR, y Lázaro Cárdenas, que recién había renunciado como secretario de Guerra y Marina; y a que en 1939, ya con el PNR transformado en Partido de la Revolución Mexicana (PRM), renunciaran a sus cargos en el Gobierno, para llevar a cabo tareas electorales dentro del partido, Francisco J. Múgica, secretario de Comunicaciones y Obras Públicas, y Manuel Ávila Camacho, secretario de la Defensa Nacional.






			A partir de 1941, la lucha interna dentro del partido del Estado prácticamente se canceló. Para las elecciones de 1946 solo hubo un miembro del gabinete que aspiró a la candidatura presidencial dentro del ya entonces Partido Revolucionario Institucional (PRI). Otro integrante del gabinete del Ejecutivo presentó su candidatura, pero por un partido de oposición. En los comicios de 1952 solamente el candidato oficial había sido parte del gabinete. Cabe decir que los resultados de esa elección fueron muy cuestionados, pues un fuerte candidato de oposición atrajo a una parte importante de las fuerzas que en algún momento pudieran haberse considerado afectas al Gobierno. El periodo de los tapados dentro de los gobiernos del PRI corresponde a las elecciones de los años que van de 1952 a 1982. La selección del candidato presidencial del PRI en 1987, aunque fue igual que las anteriores, por la decisión unipersonal del presidente de la República, adoptó la modalidad de una pasarela de supuestos precandidatos, con una decisión previamente tomada de quién sería el ungido con la candidatura.






			Durante este largo periodo, por otro lado, los sucesivos gobiernos, con altas y bajas, fueron abandonando cada vez más el impulso a los aspectos sociales de la democracia surgidos de la Revolución de 1910, hasta que la administración que inicia en 1982, encabezada por Miguel de la Madrid, abiertamente se deslinda de cualquier identidad con los principios y postulados surgidos de ese movimiento.






			Es entonces, hacia mediados de 1986, cuando empieza a gestarse un fuerte sentimiento de inconformidad al interior del partido de Estado que se materializó en la Corriente Democrática, cuyos planteamientos eran dar atención a las cuestiones sociales —tan abandonadas por el Gobierno y que se encontraban en un proceso de creciente de deterioro debido al muy alto endeudamiento en que se había incurrido con el exterior— y democratizar los mecanismos de toma de decisiones dentro del PRI,  primer paso para democratizar la vida del país de manera general. Ante las ya cercanas elecciones federales de 1988, los impulsores de la Corriente veían una importante oportunidad, para el partido y para México, de iniciar una intensa jornada de democratización.






			Partidos políticos






			Vale la pena asomarse a cómo ha sido la presencia de partidos políticos en la vida pública del país, a raíz del surgimiento del PNR en 1929 y hasta los inicios de la transición democrático-electoral en 1997.






			El PNR se transforma en el PRM en 1938 y en el PRI en 1946, manteniendo bajo las tres denominaciones, más allá de pronunciamientos programáticos y posicionamientos políticos, la condición de partido de Estado, dependiente directo del titular del Ejecutivo tanto política como presupuestalmente, y se haya reconocido así o no de manera pública.






			En esta etapa de la vida política del país fue poco relevante la presencia de partidos políticos de oposición, por su escaso peso relativo electoral y por el dominio prácticamente absoluto ejercido por el partido del Estado.






			En 1919 se fundó el Partido Comunista Mexicano (PCM), que desde esa fecha y hasta 1981 vivió periodos en la clandestinidad y periodos en la legalidad (1922-1929, 1935-1951, 1978-1981). Es en 1981 cuando se fusiona a otras organizaciones para formar el Partido Socialista Unificado de México (PSUM), que al unirse en 1987 al Partido Mexicano de los Trabajadores (PMT) surge el Partido Mexicano Socialista (PMS). El PMT se había fundado en 1974, obteniendo su registro en 1984, lo que le permitió participar por primera y única vez en las elecciones federales de 1985.






			En 1938, y como oposición al gobierno de Lázaro Cárdenas, se formó el Partido Revolucionario Anticomunista (PRAC), encabezado por los generales Manuel Pérez Treviño y Joaquín Amaro, de muy corta vida pública.






			Para apoyar la candidatura del general Juan Andreu Almazán, se constituyó en 1939 el Partido Revolucionario de Unificación Nacional (PRUN), que desaparece poco después de transcurridas los comicios de 1940.






			En 1939 también nació el Partido Acción Nacional (PAN), teniendo entre sus objetivos la frontal oposición a la reforma agraria y a la educación socialista, que decidió no postular candidatos propios en la elección de 1940, aun cuando alentó el apoyo a Juan Andreu Almazán. En los procesos electorales siguientes, y hasta 1982, logró diputaciones en números que prácticamente se contaban con los dedos de las manos.






			En 1945 surge el Partido Fuerza Popular como expresión político-electoral de la Unión Nacional Sinarquista (UNS), nacida en 1937; fue efímera la vida de este partido, pues en 1948 fue desconocido a raíz de que algunos de sus miembros cubrieron con una capucha la cabeza de la estatua de Benito Juárez en el hemiciclo. Resurge como Partido Demócrata Mexicano (PDM) en 1975, pero sus exiguos resultados en las elecciones federales de 1991 ocasionaron que perdiera su registro en 1994 al no lograr el mínimo de votos requeridos por la ley.






			En apoyo a la candidatura presidencial de Ezequiel Padilla, se constituyó en 1945 el Partido Democrático Mexicano, que desaparece pasada la elección de 1946.






			Con la finalidad de respaldar la candidatura de Miguel Henríquez Guzmán, se crea en 1946 la Federación de Partidos del Pueblo Mexicano (FPPM), y al no prosperar ese proyecto, pierde el registro en 1949. En 1951, con el mismo propósito, cumple con los requisitos necesarios y recupera la posibilidad de participación formal en la vida política, lo que hace con gran fuerza en la campaña de 1951-1952 —aunque la autoridad electoral reconoce al PRI y a su candidato presidencial triunfos muy cuestionados—, pero en 1954 la FPPM nuevamente pierde su registro como partido político.






			En 1948 se funda el Partido Popular (PP), que en 1961 se transforma en Partido Popular Socialista (PPS). En 1994 se le canceló su registro por los magros resultados obtenidos en la elección intermedia de 1991.






			En 1951 nació el Partido Nacionalista de México, de clara posición conservadora, que desapareció de la vida política del país diez años más tarde. En su participación electoral apoyó a los candidatos presidenciales y a los candidatos a los gobiernos estatales del PRI.






			El Partido Auténtico de la Revolución Mexicana (PARM) fue reconocido en 1954. Obtuvo su más significativa votación en la elección federal de 1988, pero se le canceló el registro en 1994 al no alcanzar los sufragios necesarios en las intermedias de 1991. Recupera el registro en 1999, para perderlo al año siguiente.






			En 1975 nace el Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT), cuyo registro le es otorgado en 1979 y retirado en 1991.






			También en 1975 se funda el Partido Socialista de los Trabajadores (PST), que, al igual que el PRT, logra su registro en 1979. Transformado en Partido del Frente Cardenista de Reconstrucción Nacional (PFCRN) en 1987, pierde su registro diez años después.






			El Partido Social Demócrata (PSD) tuvo vida corta. Nace en 1981 y participa en las federales de 1982 con candidato presidencial propio, pero por una decisión viciada de las autoridades electorales, que respondieron a consignas del Gobierno, ese mismo año se le retira el registro; lucha durante varios años para recuperarlo, aunque no logra su objetivo. Sin registro, se suma al Frente Democrático Nacional (FDN) en 1988.






			Representación legislativa






			Desde su fundación en 1929, el partido de Estado dominó la vida electoral del país. A partir de 1938, su organización en sectores —obrero, campesino, popular y militar con el PRM; y obrero, campesino y popular con el PRI— redujo las oportunidades de participación de quienes no se encontraban adheridos o vinculados con ellos, salvo que algunas personas se incorporaran a los mismos ya prácticamente como candidatos, generalmente por indicaciones o anuencia del Ejecutivo federal.






			La presión de grupos que se movían en torno al Gobierno y que, por distintas razones, no se incorporaron a sus sectores, pero que buscaban la forma de participar electoralmente, llevó al régimen a buscar oportunidades de participación. Así fue como dio su primer paso al facilitar la creación de los partidos Nacionalista Mexicano —en 1951—, de tendencia conservadora, y Auténtico de la Revolución Mexicana —en 1954—, cuyos primeros dirigentes fueron militares retirados que habían luchado en la Revolución. La simple presencia de estos partidos en la vida política y, más concretamente, en las lides electorales no logró generarles los apoyos ciudadanos necesarios para obtener las posiciones mínimas en el Legislativo, pues objetiva y realistamente no aspiraban a más.






			Por otro lado, el PAN y el pp, a los que se habían reconocido en diferentes elecciones algunos triunfos que los llevaron a tener diputados en escaso número, presionaban también para que se diera una mayor apertura.






			En respuesta a estas presiones de grupos cercanos al Gobierno, en 1963 se crean los diputados de partido: se reforma el artículo 54 constitucional para establecer que todo “partido político, al obtener 2.5% de la votación total en el país en la elección respectiva, tendrá derecho a que se acrediten, de sus candidatos, a cinco diputados, y a uno más, hasta 20, por cada medio por ciento más de los votos emitidos”.






			Esta reforma no logró los propósitos que se buscaban con ella: 






			con las reformas de 1963 se pretendió “[…] dar la imagen de pluralidad a la Cámara de Diputados, ya que el único partido de oposición con representación en ésta era el PAN […]. Se supuso que así habría representación de oposición de ‘izquierda’. Más la debilidad del PPS y del PARM era tal, que ni con la reforma lograron legalmente tener ‘voces disidentes’ en la Cámara. Les tuvieron que regalar los asientos para que el fracaso de la reforma no fuera tan obvio…”. De esta manera, la oposición tenía asegurada (relativamente) la representación en la Cámara mediante los diputados de partido, con lo cual el régimen pudo reforzar y mantener su política de carro completo en las elecciones de diputados de mayoría relativa”.2






			La reforma que creó los diputados de partido tuvo poco efecto en su primera puesta a prueba, pues los partidos de la oposición —salvo el PAN— no alcanzaron el mínimo de votación para lograr representación en la Cámara de Diputados, por lo que, con base en un ilegal y absurdo acuerdo, el Gobierno decidió que se les concedería la representación mínima —cinco legisladores—, aunque no alcanzaron los sufragios necesarios.






			Tratando de que no volviera a suceder lo mismo, y asegurando que la presencia de la oposición entre los diputados se mantuviera siempre minoritaria respecto al PRI,  se dio la reforma de 1973, que aumentó de 20 a 25 la representación máxima de los partidos de oposición a través de los diputados de partido y redujo de 2.5% a 1.5% el porcentaje de votación necesario para contar con esos legisladores, además de los cinco que se les reconocían.






			En 1977 se expidió la Ley de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales (LOPPE), que suprimió los diputados de partido y señaló que habría 300 distritos que contarían con diputados de mayoría relativa y 100 elegidos por el principio de representación proporcional. En 1986 la LOPPE fue sustituida por el Código Federal Electoral, en el cual se especificó que se elevaría el número de diputados de representación proporcional a 200 y se estableció que el Senado se renovaría por mitades cada tres años. Una nueva reforma al artículo 56 constitucional estableció que en el Senado cada entidad federativa contaría con tres senadores, dos de mayoría relativa y una por la primera minoría. Además, se elegirían a 32 de representación proporcional.






			Autoridad electoral






			Revisar la evolución de la autoridad electoral en el proceso de transición democrática resulta conveniente en este trabajo.






			Con la Constitución de 1917 se crearon la Junta Empadronadora, las Juntas Computadoras Locales y los Colegios Electorales como autoridades para conducir los procesos de elección. La calificación de la elección presidencial quedaba a cargo del Colegio Electoral, integrado por el pleno de la Cámara de Diputados, que sería la que evaluaría el dictamen elaborado por una Comisión integrada por 31 diputados con esa única encomienda.






			En 1946 se expidió la Ley Electoral Federal, que creó la Comisión Federal de Vigilancia Electoral, de la que formarían parte el secretario de Gobernación, otro miembro del gabinete presidencial, un diputado, un senador y dos representantes de los partidos políticos mayoritarios. Asimismo, se crearon las Comisiones Electorales Locales y el Consejo del Padrón Electoral. Esta ley establecía que la Cámara de Diputados, constituida en Colegio Electoral, calificaría las elecciones de los propios diputados y la de presidente de la República. La calificación de las elecciones de senadores estaba a cargo, desde 1917, de los congresos locales.






			En 1951 se reforma esta ley, para señalar que la Comisión Federal de Vigilancia Electoral, que estaría presidida por el secretario de Gobernación y formarían parte de ella tres representantes de los partidos y dos comisionados del Poder Legislativo, arbitraría el registro de partidos políticos y emitiría las constancias de mayoría.






			Una nueva reforma (1973) sustituye a la Comisión Federal de Vigilancia Electoral por la Comisión Federal Electoral, presidida por el secretario de Gobernación y de la que formarían parte representantes de todos los partidos políticos, con voz y voto.






			La LOPPE de 1977 modificó la integración de la Comisión Federal Electoral, que seguiría presidida por el secretario de Gobernación, pero habría un representante de cada una de las Cámaras y de los partidos políticos registrados —con registro condicionado o definitivo—, más un notario público.






			En 1987 se modifica la representación de los partidos en la Comisión Federal Electoral: además de estar presidida por el secretario de Gobernación, los partidos tendrían un representante por cada 3% que obtuvieran de la votación nacional. Al aplicarse por primera vez esta norma, el PRI tuvo 16 representantes, a los que se agregaban los votos del presidente de la comisión y los de los representantes de ambas Cámaras, todos ellos miembros del partido de Estado. En estas condiciones, con mayoría abrumadora del PRI en la composición de la autoridad electoral, es que se llevaron a cabo las elecciones federales de 1988.






			La calificación de los comicios de ese año la haría el pleno de la Cámara de Diputados, constituida en Colegio Electoral.






			La reforma de 1987 creó el Tribunal de lo Contencioso Electoral, formado por siete magistrados numerarios y dos supernumerarios, designados por el Congreso de la Unión, a propuesta de los partidos políticos.3






			La Corriente Democrática






			Desde la creación en 1929 del partido de Estado (el PNR) se manifestaron en su seno expresiones de inconformidad que en ningún caso llegaron a representar riesgos de rompimientos mayores. Los más significativos tuvieron lugar en 1939, cuando el general Juan Andreu Almazán, excomandante militar en Nuevo León, quien había sido político relevante del régimen en las décadas anteriores, se presentó como candidato opositor, respaldado por el PRUN; el licenciado Ezequiel Padilla renuncia en 1945 a la Secretaría de Relaciones Exteriores para contender como candidato presidencial del Partido Democrático Mexicano; el general Miguel Henríquez Guzmán, que representó el rompimiento más fuerte con el régimen hasta ese momento, logró organizar, junto con la FPPM, durante la campaña de 1951-1952, un fuerte movimiento popular que le valió un muy probable triunfo electoral no reconocido por el Gobierno, que finalmente impuso al candidato oficial.






			Durante las tres décadas de tapados (1952-1982) no se produjo ningún resquebrajamiento, ni siquiera medianamente serio, dentro del partido en el Gobierno.






			El siguiente movimiento de disidencia interna, que llega a una dura fractura con el PRI,  alcanza al régimen y rompe expresamente con el presidente de la República, fue la Corriente Democrática, que apareció hacia finales de 1986 y estaba integrada por algunos miembros del PRI que, en cuanto su presencia se hizo pública, se reconoció a sí mismo como un colectivo que desde un principio se planteó crecer, por lo que quienes lo integrábamos empezamos a recorrer el país y a reunirnos con diferentes grupos, la mayor parte de ideas avanzadas y cercanos a la parte más progresista del Estado, del PRI y de sus organizaciones, aunque sin pertenecer formalmente a ellas, cuya intención y aspiración era lograr la transformación interna del partido, pero manteniendo su unidad.






			La Corriente hizo conocer estos planteamientos tanto al presidente de la República como al dirigente del PRI,  quienes manifestaron que no había inconveniente para llevar a cabo las actividades previstas.






			Desde las primeras semanas de actividad pública de la Corriente se empezó a recibir una respuesta ciudadana creciente y favorable, por lo que se vio que era conveniente hacer pública alguna expresión que precisara los objetivos de su esfuerzo y los principios de su lucha. Así, el 1 de octubre de 1986 se hizo público el Documento de trabajo número 1, en el que, entre otras cosas, se señalaba: 






			Nuestro propósito común es coadyuvar a que la transformación del país se realice con sentido progresista, mediante el ejercicio de una resuelta acción política a favor del proyecto histórico constitucional, y la movilización de las fuerzas sociales que sustentan a nuestro partido […].






			Nos preocupan, sobre todo, las graves amenazas que se ciernen sobre la soberanía nacional y la profundidad y consistencia de las respuestas que seamos capaces de dar.






			Nos mueve el reclamo de una sociedad que acusa signos de desesperanza, consternada por la creciente sangría que representa la carga de la deuda externa y sus efectos sobre los niveles de vida, acosada por la inflación, el desempleo, el libertinaje de los precios, el deterioro constante del salario, la injusta remuneración del esfuerzo de los trabajadores del campo y de la ciudad.






			Nos alarma la progresiva dependencia del exterior, las tendencias que conducen al desmantelamiento de la planta industrial, la desnacionalización de la economía y la descapitalización del país, así como las exorbitantes tasas de interés que ahogan al erario público, concentran el ingreso y desalientan los impulsos productivos al privilegiar la especulación […].






			Consideramos impostergable la definición de una nueva estrategia, adoptada democráticamente y concertada con los factores de la producción, que eleve y mejore las condiciones de existencia de las mayorías populares, fortalezca la economía nacional y aproveche de forma racional nuestros recursos.






			El cambio que requerimos habrá de orientarse a la reconstrucción de las alianzas nacionales en las que se ha fundado el ejercicio de la soberanía, el progreso y la estabilidad del país. Promover esas transformaciones es tarea que corresponde a un partido histórico como el nuestro […].






			Orientamos nuestros esfuerzos a que se abran plenamente los espacios políticos de la participación popular, se liquiden rutinas y sentimientos infecundos, se propicie la contribución creadora de las nuevas generaciones y se instalen escenarios más apropiados de convivencia social para el porvenir […].






			Creemos necesario ampliar el debate y el análisis de los grandes problemas nacionales, con la participación de miembros y organizaciones del partido. También presentar en diferentes foros y ocasiones los proyectos e iniciativas que deriven de nuestros trabajos e intercambios, dirigidos hacia las siguientes cuestiones fundamentales: 






			Lineamientos políticos y programas para reafirmar la soberanía nacional frente a la intervención extranjera, corregir desviaciones, orientar patrióticamente el cambio y cerrar el paso a las actitudes entreguistas y de derrotismo.






			Estrategias y propuestas de concertación que profundicen la orientación nacionalista y popular de nuestro desarrollo, fortalezcan la capacidad de todos los sectores y regiones en las tareas del futuro.






			Proyectos de reforma política y modificaciones de los procedimientos de trabajo del partido, que lo vigoricen mediante la participación directa y permanente de las bases en las decisiones que las afectan, particularmente en la selección de candidatos a los cargos de elección popular en todos los niveles.






			Estamos dispuestos a luchar porque el tránsito constitucional que se avecina asegure al titular del Ejecutivo las mejores condiciones para defender la integridad de la nación, con el concurso pleno de todas las fuerzas sociales.






			En torno a estas convicciones se han establecido nuestras coincidencias. Sabemos que las comparten vastos sectores de nuestro partido y que podrán aportar nuevas vías para el diálogo y la convergencia de corrientes nacionalistas, populares y democráticas, robusteciendo así la unidad del país.






			Después de dar a conocer el Documento de trabajo número 1, continuaron con mayor intensidad los recorridos de los miembros de la Corriente por los diferentes estados el país, en los que se fue recibiendo una cada vez más intensa y entusiasta respuesta. Por otro lado, se hacía cada vez más evidente que la Corriente incomodaba, inquietaba y preocupaba más y más a la dirección del partido, al Gobierno y al propio presidente de la República, que no tenían ningún control sobre ella, por lo que, con el transcurso del tiempo, se fueron multiplicando e intensificando los ataques, velados y abiertos, de parte de la gente y las organizaciones del sistema.






			La XIII Asamblea Nacional del PRI






			Esta asamblea fue convocada para celebrarse en los primeros días de marzo de 1987. La Corriente Democrática fue invitada y asistimos en su representación Porfirio Muñoz Ledo y yo.






			Se transcriben a continuación algunos párrafos, de mi libro Sobre mis pasos, relativos a este acontecimiento: 






			En su discurso el presidente del partido, Jorge de la Vega, se fue, como bien se dice, a la yugular contra la Corriente. No dio nombres, pero todo mundo, incluyéndonos desde luego Porfirio y yo, sabíamos bien a quienes se refería. Dijo que el intento de disminuir las facultades del Ejecutivo federal significaba deliberadamente ignorar que esas facultades eran producto de la experiencia histórica del país. Considerando las reglas escritas y las no escritas de la política mexicana, la elección del candidato presidencial por el partido se haría a tiempo, ni antes ni después. Señaló también que la estructura sectorial del partido se reforzaría y no habría lugar para ningún otro tipo de organización o membrete político. Quienes no aceptaran la voluntad mayoritaria debieran renunciar al partido o afiliarse a otras organizaciones. El partido no toleraría ni quintas columnas ni caballos de Troya […].






			Consideré necesario dar una respuesta pública a los ataques de De la Vega y el 8 [de marzo] envié a la prensa una declaración diciendo, entre otras cosas, lo siguiente: 






			“El discurso del presidente del Comité Ejecutivo Nacional […] en la clausura de la XIII Asamblea General, anuncia para este [el partido] una etapa de autoritarismo antidemocrático, de intolerancia y por lo tanto de retrocesos, contrario al espíritu, tradición y conducta de los hombres comprometidos verdaderamente con las ideas y obra de la Revolución Mexicana.






			”Contradice frontalmente al presidente de la República, que en el mismo acto expresó: ‘Nuestro partido nunca ha sostenido el inmovilismo o el dogmatismo […]. El PRI quiere seguir manteniendo a la Revolución Mexicana en el poder, sí, pero la queremos mantener en una democracia cada vez más ampliada y cada vez de mejor calidad’.






			”Cerrar las decisiones partidarias más trascendentes, justificándose en el aprendizaje de reglas no escritas, es vulnerar conscientemente los derechos democráticos fundamentales de los miembros del partido. Es, al mismo tiempo, servir como quinta columna y caballo de Troya para socavar la fuerza de la organización, traicionando sus principios y entregándose a la reacción […].






			”La fuerza y autoridad de un partido, la fuerza y autoridad de un Gobierno, a mi manera de entender, aumentan en la medida en que las formas de participar en decisiones y acciones son más democráticas.






			”Los apoyos sociales y políticos reales los dan voluntades y conciencias independientes, no voluntades condicionadas y conciencias sometidas […].






			”Hemos buscado sinceramente, con lealtad a los principios de la organización y a las convicciones propias, colaborar para impulsar en el partido la ampliación de la democracia, al ejercer los derechos que se consagran [en los Estatutos] […].






			”Los excesos antidemocráticos y la intransigencia, normas de conducta de la más alta dirigencia partidaria, impiden toda colaboración digna y respetuosa con ella.






			”Ceder en los principios, caer en el oportunismo, tolerar indignidades, sería traicionar el compromiso revolucionario.






			”Las amenazas no arredran, no las respalda autoridad moral.






			”Los campos están definidos. Las bases del partido, como las grandes mayorías del pueblo mexicano, han sido, son y seguirán siendo democráticas y revolucionarias, a pesar de la cerrazón y desviaciones de sus dirigentes pasajeros.






			”Continuaremos en la lucha con la fuerza que dan convicción y razón”.






			Desconozco si Jorge de la Vega o el propio De la Madrid esperaban una respuesta a los señalamientos del primero en la asamblea del partido […]. Los miembros de la Corriente nos seguíamos considerando, y así lo manifestábamos públicamente, como miembros del PRI que librábamos una lucha por su democratización y por la democratización del régimen político del país. Sabíamos, por otro lado, que se había producido un rompimiento profundo e irreversible […].4






			Documento de trabajo número 2






			En mayo de 1987 se dio a conocer, desde la ciudad de Chihuahua, el Documento de trabajo número 2, dirigido “a los compañeros del partido”, en el que podía verse ya la dimensión del rompimiento. En él se señalaba, entre otras cosas, lo siguiente: 






			Hemos avanzado en el propósito de estimular el resurgimiento de la conciencia nacionalista y democrática del país. Hoy somos más quienes estamos dispuestos a expresar abiertamente nuestras convicciones y a conjuntar voluntades.






			La historia enseña que no basta con señalar rumbos y divulgar ideas para promover eficazmente el cambio. Es necesario comprometerse en la acción política. Es indispensable reunir mayor fuerza para incidir, con sentido revolucionario, en el curso de los acontecimientos […].






			Las voces aisladas y las advertencias lúcidas pueden indicar caminos, pero solo la tarea de muchos, coincidente en el tiempo y concertada en los fines, confluye en la movilización de la sociedad y hace posible las grandes victorias nacionales.






			Las fuerzas contrarias no son débiles. Intereses externos y privilegios internos les dan cohesión. La despolitización de las masas y la concentración de la riqueza desvirtúan el modelo constitucional, generan inercias y determinan sometimientos que es necesario combatir.






			México está gravitando, riesgosamente, en la órbita de una estrategia neocolonial. No por dictado inapelable de la geografía, sino por la agresividad del proyecto hegemónico y la carga de la servidumbre financiera, que condicionan la autonomía del Estado y hace peligrar la estabilidad social y la independencia del país.






			Nuestra lucha es por la vigencia de los principios de la Revolución Mexicana contenidos en los artículos fundamentales de la Constitución de 1917. Es por la cabal realización de los objetivos y programas que sustentan los documentos básicos de nuestro partido. Es por la recuperación del derecho de los mexicanos, de todos los mexicanos, a decidir su destino.






			Nuestra lucha es por el rescate de la plena condición ciudadana, de la equidad social, de la economía productiva, los recursos naturales, la identidad cultural y la alta jerarquía moral de la Nación. Esos fueron los ideales de la Revolución Mexicana y son los objetivos que justifican la existencia de nuestro partido. Esas son las razones superiores de nuestra lealtad política y las bases posibles de un proyecto colectivo que salvaguarde la integridad del país y asegure la modernización del Estado conforme a la evolución de la sociedad.






			Nuestra lucha es por el fortalecimiento del partido y la recuperación de su papel de vanguardia política. Es por la defensa de las instituciones revolucionarias y la capacitación del pueblo para autodeterminarse. Es para evitar que siga acentuándose la subordinación del país a intereses ajenos.






			Lo que ocurra en el seno del partido alcanzará a la sociedad en su conjunto y determinará las opciones de los mexicanos. Dos son las líneas centrales que deberían orientar su actividad: pugnar por el mejoramiento de las condiciones de vida de los sectores mayoritarios, mediante una reactivación económica de inspiración nacionalista popular, e impulsar la democratización de los procedimientos de participación y los mecanismos de decisión en el partido, como la vía más progresista para un desarrollo democrático […].






			Seguiremos consultando con nuestros compañeros sobre grandes cuestiones nacionales, como el aprovechamiento de los recursos naturales y la regulación constitucional de la venta de materias primas estratégicas al extranjero, la transición energética, el rescate de la economía y la democracia ejidales, la dignificación de la sociedad rural, la promoción de las comunidades indígenas, la suficiencia alimentaria, la integración de la industria y el sistema de abasto y comercialización.






			Continuaremos también promoviendo el debate sobre la educación popular y la capacitación para el trabajo, la salud pública, la comunicación social, las culturas nacionales, la promoción del empleo productivo y de las aptitudes para la innovación científica y tecnológica, la desmedida concentración urbana, la marginación social y la protección del medio ambiente.






			Todos esos problemas y otros muchos que se les asocian tienen solución si se utilizan cabalmente los recursos del país y no se dilapidan por la desorganización, la irracionalidad, la corrupción, la fuga de capitales y la entrega de nuestras riquezas presentes y futuras a los intereses neocoloniales.






			Ello exige el renacimiento de la confianza nacional mediante la convivencia democrática entre los mexicanos. He ahí el objetivo inmediato de nuestros empeños y el reto primordial del país en la histórica coyuntura de 1988.






			Esta no será una sucesión presidencial como otras. El pueblo reclama transformaciones sustantivas y tiene tanto derecho como los instrumentos políticos para conquistarlas.






			Nuestro partido consagra métodos democráticos en la selección de todos sus candidatos. Hagamos que se observen con el respaldo mayoritario de las bases y de la opinión nacional […].






			Insistir en procedimientos desacreditados tendría altos costos políticos, al propiciar la elevación del abstencionismo y afectar adversamente la legitimidad institucional […].






			Una candidatura que surgiera del análisis y la discusión pública y que implicara compromisos políticos efectivos con la militancia y con sus organizaciones, sería el mejor legado que la dirigencia nacional pudiera hacer al país. La seguridad que otorga la democracia es hoy la única definición posible de seguridad nacional […].






			Hagamos llegar nuestro mensaje democrático a toda la República, para enriquecerlo con las opiniones de los compañeros. Que se nutra el debate ideológico con la suma de las convicciones y la armonización de las divergencias. Alentemos el análisis y la discusión de los asuntos locales, regionales y nacionales, planteando lo que a todos y cada uno preocupa e interesa […].






			La actividad de la Corriente Democrática continuó, al igual que el crecimiento de las adhesiones.






			La “Propuesta democrática”






			En septiembre de 1987, quienes coordinábamos los trabajos de la Corriente consideramos, ante la inminente designación del candidato presidencial del PRI,  además de intensificar la actividad —lo que se dio, entre otras acciones, con la Marcha de las 100 horas por la Democracia: una marcha ininterrumpida alrededor de la plancha del Zócalo durante 100 horas, del 19 al 23 de septiembre—, que era necesario contar con un documento más amplio que los Documentos de trabajo números 1 y 2, con mayor contenido programático y propositivo. Así es que se elaboró la Propuesta democrática, que se hizo pública el 9 de ese mismo mes, en la que, entre otras cuestiones, se manifestaba: 






			México vive hoy uno de los momentos más tensos y definitivos de su historia, agobiado por las presiones externas y por el enorme peso de sus deudas, injusticias y rezagos.






			Una ciudadanía ignorada y un pueblo sojuzgado que mantienen pese a todo su espíritu combativo y comienzan políticamente a rebelarse frente a un sistema sostenido cada vez más en la manipulación y el entreguismo.






			Hoy, como hace ochenta años, los mexicanos luchan por romper las inercias del despotismo y abrir espacios democráticos a las mayorías […].






			A pesar de las reformas implantadas y de los profundos cambios ocurridos desde entonces, el país ha recaído en la gravitación colonial de su pasado. Hoy prevalece nuevamente un diseño político sustentado en el empobrecimiento de las mayorías, el predominio del capital especulativo y la subordinación nacional a intereses ajenos […].






			El orden de las prioridades nacionales ha sido radicalmente trastocado. En vez de una economía orientada al aprovechamiento de nuestras capacidades y riquezas en beneficio de la población, se ha instaurado una política especulativa que ahonda las desigualdades, desvaloriza el trabajo, paraliza la planta industrial, estrecha los mercados internos y cancela expectativas a las nuevas generaciones […].






			Los abismos entre clases y estratos sociales inciden ya en una recomposición étnica y cultural del país que lo aproxima al modelo colonial de las castas y las segregaciones. La pauperización de las grandes masas y las limitaciones impuestas a su desarrollo y participación democrática, prefiguran el restablecimiento de un régimen de explotación del trabajo tras el disfraz de la economía exportadora […].






			La escasa representatividad de las asociaciones gremiales las convierte en apéndices del Gobierno o instrumentos para la satisfacción de intereses personales. Muchos sindicatos han venido perdiendo su carácter de organizaciones de resistencia por la mediatización de sus dirigentes y la cancelación de la democracia interna, lo que favorece la violación de las leyes del trabajo y auspicia agudos desequilibrios entre los factores de la producción […].






			Un Estado cada vez más vacío de pueblo puede conducirnos a una Nación sin Estado y finalmente a la pérdida de aquella. Ese es el objetivo en que están empeñados los intereses dominantes del exterior y al que se han vinculado sus aliados internos. Esos son los espacios desertados que estamos obligados a recuperar los mexicanos.






			La política del abuso y la inequidad que ahora predomina resulta subversiva, porque nos coloca en los linderos de la violencia. Es menester, por el contrario, encontrar en la participación democrática, la solidaridad humana y la concertación económica, la vía de una nueva y duradera estabilidad interna en la que se asiente la seguridad del país […].






			I. EL ESTADO DEMOCRÁTICO Y EL PODER CIUDADANO






			[…] El desarrollo político del país se ha rezagado respecto a su progreso material y de los cambios sociales ocurridos. México transitó de la dictadura al caudillismo y de este al régimen de las instituciones, que se han alejado del ideal revolucionario y son cada vez menos representativas de la ciudadanía. Para rescatar nuestro proyecto constitucional hoy es preciso instaurar un sistema de vida plenamente democrático […].






			Se ha olvidado que la legitimidad del Estado descansa en la fortaleza de la sociedad y en el acatamiento de los principios.






			Los mexicanos aspiramos hoy a una auténtica democracia que rescate el impulso de la sociedad civil en la definición, ejecución y supervisión de los actos de gobierno; que restablezca la autoridad del Estado y el equilibrio necesario entre los poderes y niveles que lo componen; que exprese la pluralidad del país y atenúe las desigualdades, sea causa de orgullo nacional y fuente de dignidad ciudadana […].






			Con esta introducción, se proponía garantizar el sufragio efectivo, defender los derechos ciudadanos, fortalecer los partidos, equilibrar los poderes y, además: 






			4. Democratizar la comunicación






			[…] Prohibir la concentración monopólica de esos medios, descentralizar sus servicios, acrecentar la responsabilidad del Estado en su sostenimiento y asegurar la participación de los partidos políticos, las instituciones educativas y las comunidades científica, artística e intelectual en su gestión. Hacer efectivo el derecho a la información y fomentar la independencia de la prensa escrita respecto del Gobierno y del poder económico […].






			6. Procurar justicia






			[…] Proceder a una profunda reforma de le legislación vigente y de los poderes judiciales de la Federación y de los estados, a fin de garantizar el respeto a los derechos ciudadanos y eliminar la arbitrariedad […].






			7. Renovar el federalismo






			[…] Respetar el ámbito constitucional reservado a los estados y revisar el régimen de distribución de competencias para robustecer el federalismo […]. Descentralizar la administración de los servicios y propiciar el desarrollo equitativo de los estados, equilibrando el acceso a las fuentes de ingreso y la distribución de los recursos federales mediante Convenciones Nacionales Fiscales […].






			Se planteaba, asimismo, municipalizar el Distrito Federal, establecer el Servicio Civil, desterrar la corrupción, respetar los derechos de las minorías y reconocer y promover las autonomías. Y seguía: 






			II. EL RESCATE DE LA NACIÓN






			[…] La autonomía política descansa en la independencia económica y en la participación democrática. El desarrollo de las facultades creadoras y de las fuerzas productivas internas, así como la cohesión social acrecentada por la justa distribución de los frutos del progreso, son la base de la soberanía […].






			La política exterior y la interna han de ser partes inseparables de un mismo propósito. Ambas exigen un vigoroso consenso ciudadano y una articulación efectiva de programas e instrumentos orientados a reducir nuestra vulnerabilidad y garantizar el desarrollo y la seguridad de la nación […].






			Al respecto, se proponía detener la sangría financiera: 






			14. Recuperar la soberanía económica






			Hacer respetar las disposiciones constitucionales en materia de empréstitos internacionales e iniciar las reformas legislativas necesarias a efecto de que el Congreso de la Unión establezca las bases de su contratación, las apruebe en cada caso, disponga su pago y exija las responsabilidades correspondientes […].






			15. Frenar la penetración extranjera






			Aplicar rigurosamente la ley de inversiones extranjeras, a fin de evitar su autorización indiscriminada y proteger en todos los casos el interés nacional; revisar con ese mismo objeto las disposiciones sobre patentes, marcas y transferencias de tecnología […]. Retirar del país a todos los agentes de seguridad extranjeros y exigir plena reciprocidad en los acuerdos internacionales para el combate al narcotráfico.






			También fortalecer la identidad nacional y las relaciones internacionales: 






			17. Replantear las relaciones con Estados Unidos






			Mantener con firmeza la validez del derecho, los principios y las resoluciones internacionales en nuestro trato con los Estados Unidos a efecto de contrarrestar la asimetría y las tendencias de dominación. Hacer valer nuestras propias posiciones e intereses en la esfera regional y a escala mundial y fundar en la equidad y el respeto recíproco la negociación de los problemas derivados de la vecindad […].






			Los puntos siguientes eran proteger a los mexicanos residentes en el exterior y defender la autodeterminación de Centroamérica (recuérdese que el documento es de 1988, y si bien se ha dado desde entonces un cierto avance en el rescate de la soberanía de esos países hermanos, otras y graves son las condiciones antidemocráticas por las que algunos de esos pueblos —Nicaragua y El Salvador especialmente— atraviesan hoy). Asimismo: 






			20. Promover la Comunidad Latinoamericana






			Promover la constitución de la Comunidad Latinoamericana, dotada de órganos ejecutivos y legislativos propios, así como de instituciones multilaterales de cooperación, gubernamentales y no gubernamentales, como vía para armonizar las soberanías, fortalecer la unidad política y propiciar la integración económica, social y cultural de la región. Otorgar prioridad a nuestras relaciones con los países del Caribe y restituir a los indolatinos la nacionalidad privilegiada que les concedió el Constituyente de 1917 […].






			III. LA PRESERVACIÓN DE NUESTRO PATRIMONIO






			El dominio imprescriptible de la nación sobre las tierras, las aguas y los recursos naturales es definición toral de la Constitución […].






			La progresiva enajenación del país a objetivos y estilos ajenos, el excesivo centralismo de las decisiones, la cohabitación del derroche y la miseria, el predominio de la codicia sobre la necesidad colectiva y los extremos de la ignorancia y la desigualdad están dilapidando el patrimonio que heredarán nuestros hijos […].






			Es necesario hacer prevalecer el interés histórico de la comunidad nacional sobre los intereses particulares, como lo señala el mandato constitucional. Es preciso reorientar el desarrollo conforme a criterios cualitativos e inducir cambios de mentalidad y de comportamiento que eviten los excesos del industrialismo, eliminen la violencia sobre la naturaleza y restauren el respeto hacia todas las formas de vida […].






			El cuidado del entorno biológico y físico supone un nuevo sentido de responsabilidad para el poseedor y el productor y modalidades de la organización social que confíen las decisiones a las comunidades regionales y locales y fomenten la autogestión en todos los niveles. Exige al mismo tiempo una política descentralizadora del poder y la riqueza y un concepto del crecimiento que privilegie los recursos endógenos y proteja los ciclos naturales.






			Se trata de reemplazar una economía extractiva por otra auténticamente productiva y de convertir los programas de desarrollo en proyectos de vida, adaptando la técnica a las necesidades humanas y no a la inversión […].






			Del mismo modo, además de erradicar la miseria, garantizar la salud y asegurar la vivienda digna, se planteaba: 






			28. Regular los fenómenos demográficos






			Proveer los medios y apoyos previstos por la ley a fin de asegurar el ejercicio pleno del derecho de los padres a determinar libre y responsablemente la conformación de las familias […].






			29. Descentralizar la vida nacional






			[…] Asumir la descentralización como una reforma social y cultural, tendiente a restituir a todas las comunidades su autonomía y su capacidad de desarrollo endógeno, desconcentrar el poder y la riqueza, revalorar la provincia y reconstruir nuestra independencia desde sus raíces. Orientar con criterio de planeación nacional la dotación de infraestructura, la asignación de los recursos y las decisiones políticas fundamentales. Trasladar sistemáticamente al interior del país servicios y actividades y promover la distribución equilibrada de los habitantes sobre el territorio.






			30. Democratizar el desarrollo urbano






			Establecer sistemas efectivos de planeación y desarrollo urbano, mediante la participación democrática y la autogestión que promuevan la cooperación y garanticen el interés ciudadano. Precisar y hacer respetar los usos del suelo, regular la expansión y determinar las reservas indispensables, combatir la contaminación en todas sus formas, multiplicar las áreas verdes, fomentar la cultura urbana y el espíritu comunitario, socializar el transporte y procurar la mayor racionalidad y eficiencia de los servicios.






			Así como racionalizar el aprovechamiento de los recursos, recuperar la naturaleza, consumar la reforma agraria, ordenar la transición energética, revisar la política nuclear y regenerar el medio ambiente.






			IV. LA SOCIEDAD SOLIDARIA






			[…] El compromiso de garantizar condiciones de justicia y libertad para todos es el núcleo mismo del pacto constitucional. El disfrute de una vida digna no es solo aspiración individual, sino responsabilidad colectiva y fin obligado de la acción política. Es el nuestro un Estado social concebido para generalizar el bienestar, corregir los desequilibrios entre grupos y regiones y asegurar el máximo posible de igualdad en las oportunidades.






			Las doctrinas y prácticas neoliberales hoy en boga son contradictorias a la filosofía de nuestro movimiento revolucionario. Lo es también el conservadurismo político en el ejercicio del poder y el creciente abandono de los deberes que este tiene con las mayorías. Propiciar la desigualdad en vez de combatirla y ahondar las diferencias sociales como política de gobierno equivale a derogar la vigencia del orden constitucional.






			Es urgente restaurar la orientación distributiva de nuestro desarrollo y devolver su carácter solidario a nuestras instituciones […].






			El desarrollo no es el incremento de los bienes sino la evolución de los hombres. La auténtica modernización de un país reside en el mejoramiento de las capacidades y de las condiciones de vida de sus habitantes. Los avances materiales no representan verdadero progreso en tanto no se disfrutan con justicia ni contribuyen a perfeccionar la convivencia humana […].






			Se proponía, entonces, combatir la marginalidad, mejorar la nutrición, proteger a la niñez, garantizar la educación básica, reformar el sistema educativo, elevar y democratizar la educación superior, apoyar a la juventud, impulsar el ascenso de la mujer, dignificar el trabajo, universalizar la seguridad social, estimular la creación y fomentar la pluralidad.






			V. LA RECUPERACIÓN DEL DESARROLLO






			México se ha propuesto, desde sus orígenes como nación, liberarse de la dominación extranjera y reducir las desigualdades sociales. El colonialismo externo e interno se apoyan y condicionan recíprocamente. Cuanto más se vincula nuestra economía a los intereses del exterior, mayor es la concentración de la riqueza y menos la participación de los mexicanos en la construcción del país y en el disfrute del bienestar […].






			Recientes reformas constitucionales han precisado la función rectora del Estado sobre la economía nacional y sus facultades para planearla, conducirla, coordinarla y orientarla. Para ello puede y debe regular y fomentar todas las actividades que beneficien a la población, con el consenso de los sectores privado y social: combatir los monopolios, el acaparamiento y los abusos, asegurar de modo exclusivo el desarrollo de las áreas estratégicas, intervenir en aquellas que estime prioritarias y sujetar la propiedad a las modalidades que dicte el interés público […].






			Se proponía, además de frenar la inflación: 






			50. Reactivar la economía






			Canalizar hacia la inversión productiva los recursos liberados por la disminución del pago de la deuda externa a través de un programa de reconstrucción nacional y de un fondo específico para restaurar la capacidad de las empresas más dañadas por la crisis. Reorientar el desarrollo conforme a las prioridades de la integración nacional y la genuina modernización, alcanzando tasas de crecimiento sostenidas y proporcionadas a la capacidad instalada, a la disponibilidad de la fuerza de trabajo y a la expansión no inflacionaria de la infraestructura.






			51. Fomentar el empleo






			Hacer efectivo el derecho constitucional al empleo mediante programas concertados por rama de actividad, destinados a multiplicar las fuentes de trabajo a la medida de la demanda y mejorar las existentes. Equilibrar las inversiones de alto rendimiento con aquellas que generan mayor ocupación, como la pequeña y mediana empresa. Coordinar estrechamente el sistema de educación y la planta productiva y establecer un sistema nacional de mano de obra responsable de la capacitación, que facilite a la par el avance tecnológico y el desplazamiento laboral.






			Recuperar el salario y el consumo fueron otros puntos importantes: 






			53. Redistribuir el ingreso






			Orientar la estrategia de recuperación hacia el mejoramiento substancial de la distribución del ingreso y la ampliación del mercado interno y los consumos sociales, aplicando las medidas correctivas que sean necesarias para contrarrestar la acentuada desigualdad por grupos y regiones. Desgravar los ingresos del trabajo y el consumo popular y ampliar el reparto de utilidades. Establecer legalmente la obligación del Ejecutivo de rendir un informe anual sobre la distribución del ingreso, que transparente el origen de la recaudación fiscal y el destino del gasto público, así como las políticas de precios, utilidades, empleo, salarios y consumos […].






			Por otra parte, promover la productividad y la innovación, asegurar la autosuficiencia alimentaria, integrar la industria, reconstruir la economía pública, financiar el desarrollo, reducir la dependencia, así como: 






			60. Concertar el desarrollo






			Instaurar un verdadero sistema de planeación democrática, fundado en el diálogo y la participación de todos los sectores sociales y actores económicos y en el funcionamiento efectivo del federalismo. Una entidad autónoma y representativa será responsable de la elaboración y difusión del plan nacional de desarrollo y el Congreso de la Unión verificará su apego al proyecto constitucional, lo sancionará y revisará periódicamente su cumplimiento. El poder ciudadano será garante de este nuevo pacto de concertación nacional.






			Mexicanos: 






			[…] Invitamos a todas las fuerzas democráticas y progresistas de la República para que unan sus voluntades en torno a una alianza patriótica capaz de frenar la contrarrevolución y la supeditación del país a intereses extranjeros […].






			A esta generación compete terminar con la simulación e instaurar en el país, junto con el reto a la efectividad del sufragio, la edad de la democracia, en el disfrute irrestricto de los derechos ciudadanos y el cumplimiento de las responsabilidades sociales […].






			Vayamos todos al combate cívico. La política es el vínculo entre el proyecto y la realidad. Es la rebeldía de la razón frente a la supuesta fatalidad de los hechos y la afirmación de la voluntad sobre el curso de la historia.






			Construyamos entre todos un movimiento nacional contra la imposición y el continuismo. No permitamos que nadie, a ningún título, usurpe nuestro porvenir.






			Por la democracia y la justicia social sin claudicaciones.5






			La ruptura






			A principios de septiembre de 1987, pretendiendo dar una imagen de apertura, la dirección del PRI,  con clara instrucción presidencial, convocó a designados-inventados precandidatos presidenciales a que por separado presentaran sus propuestas al país. Cada uno dispondría de aproximadamente una hora en los medios de comunicación nacionales, con varios días entre uno y otro. A los pocos días de concluir esa pasarela, los tres sectores del partido debían pronunciarse en favor de quien sería el candidato del PRI. Se pretendía dar una impresión de apertura, aunque a la vista de todos no era sino una manera distinta, una pantomima, para ejercer el tapadismo y el dedazo, esto es, nada que significara que no sería el presidente el que designara, como voluntad única, al candidato oficial. Y así fue.






			La decisión, hecha pública el 4 de octubre de 1987, de destapar a Carlos Salinas de Gortari como candidato del PRI marcó, necesariamente, un momento de definición de la Corriente Democrática respecto a qué hacer en lo inmediato. Las alternativas: aceptar la decisión del presidente y sumarse a la campaña del destapado, irse cada quien a su casa, lanzar una candidatura sin registro, llamando a cruzar la boleta en el círculo blanco o aceptar las invitaciones que por separado habían hecho el PARM, PFCRN y el PPS para apoyar mi candidatura. Esta última fue la decisión que se tomó. Fue el rompimiento formal con el presidente de la República, su gobierno y el PRI.






			A partir de ese momento se generó un movimiento político-electoral que se consolidó en enero de 1988, en Xalapa, capital del estado de Veracruz, al integrarse el FDN como punto de unificación entre las organizaciones y de coordinación de la campaña presidencial y de las campañas de las demás candidaturas. El Frente lo conformaron la Corriente Democrática, tres partidos con registro (PARM, PFCRN y PPS) —que a su vez se encargaron de toda la coordinación—; el Partido Socialdemócrata, que presidía Luis Sánchez Aguilar; Fuerzas Populares, encabezadas por Fernando Sánchez y Celia Torres Chavarría; el Consejo Nacional Obrero y Campesino de México, de Leopoldo López Muñoz; el Partido Verde Mexicano, cuyo presidente era Jorge González Torres; la Unidad Democrática, dirigida por Evaristo Pérez Arreola; el Partido Liberal, que encabezaba Fernando Palacios; la Organización Revolucionaria Punto Crítico, que coordinaba Raúl Álvarez Garín; el Movimiento al Socialismo, en el que participaban Adolfo Gilly, Imanol Ordorika, Carlos Ímaz y los diputados Pedro Peñaloza y Ricardo Pascoe; el Grupo Polifórum; la Asamblea de Barrios, con Marco Rascón y Superbarrio al frente; la Asociación Cívica Nacional Revolucionaria; el Movimiento del Pueblo Mexicano; y Convergencia Democrática.






			Vinieron después la campaña presidencial de 1988 y el fraude electoral, la arbitraria e impuesta calificación oficial de las elecciones y la formación del Partido de le Revolución Democrática (PRD), procesos que a continuación se abordarán.






			El fraude electoral






			En la elección federal del 6 de julio de 1988 se cometió, por parte de los tres poderes del Estado, un fraude contra la nación, la ciudadanía toda y los partidos de oposición y sus candidatos. Así reconocido públicamente por todos, menos por los ejecutores directos e indirectos del fraude, que aceptan irregularidades, pero no pronuncian la palabra “fraude”, aun cuando debe resaltarse que el entonces presidente de la República, Miguel de la Madrid, escribe en un libro autobiográfico, publicado en 2004, que él instruyó al secretario de Gobernación y presidente de la Comisión Federal Electoral, Manuel Bartlett, que diera curso al robo de la elección.






			Desde el punto de vista material, el fraude se cometió como sigue: 






			Hecho el cómputo en las casillas, los paquetes electorales se concentraron en los comités distritales electorales. En su traslado y en los comités mismos se violaron los paquetes de los votos depositados en las urnas y se alteró su contenido: por una parte, introduciendo votos a favor del partido oficial; por la otra, sacando boletas que favorecían a la oposición, muchas de las cuales aparecieron después flotando en ríos, en basureros, barrancas, o simplemente tiradas en la calle. Las actas las modificaron funcionarios electorales y representantes del PRI en las casillas. Votos quitados a la oposición engrosaron los del abstencionismo que, según las cifras oficiales, se duplicó de 1982 a 1988, una falsedad más, vistas la intensa movilización social, las largas colas en las casillas y la evidente alta participación en la misma jornada electoral. De igual forma, mientras en los comités distritales de diferentes partes del país hubo robo de paquetes electorales, a otros les adicionaron votos para completar las cuotas, todos ellos transportados desde las imprentas oficiales en camiones pertenecientes a dependencias del Ejecutivo. Para saber cuánto agregar y cuánto quitar en los resultados de cada casilla y cada distrito operó, entonces sí perfectamente, el centro de cómputo. El hecho fue que 55 mil casillas fueron sustituidas por 300 comités distritales, controlados de manera absoluta por lo representantes oficiales.






			El Gobierno había previsto que esta fase del fraude no se daría. Ello explica la necesidad de ganar tiempo para ajustar las cifras y la razón de la información selectiva que primero se dio, entre la lentitud extrema y el desorden, lo cual dificultó el análisis de los datos por parte de los partidos y la opinión pública.






			Las redes nacionales de televisión, privadas y públicas, fueron cómplices y elementos importantes en la ejecución del fraude.






			Como resultado de las elecciones, hubo diputados y senadores con legitimidad, con un mandato surgido de mayorías y votos reales que favorecieron a los partidos de la oposición e incluso al PRI,  que también impuso a legisladores sin mandato popular y, por tanto, carentes de toda legitimidad. La LIV Legislatura de la Cámara de Diputados y las legislaturas LIV y LV de la de Senadores tuvieron, así, una parte legal y legítima y otra producto de la violación del voto ciudadano. Las posiciones ganadas en las cámaras por el FDN no fueron concesión graciosa del Gobierno, sino cargos conquistados con sufragios reales, de votantes de carne y hueso, con clara conciencia y decisión política.






			De haber procedido legalmente, además de los formalmente reconocidos de Michoacán y el Distrito Federal, los senadores de Guerrero, Veracruz, Baja California y Colima, y uno de los del estado de México, debían haber sido del Frente Democrático, así como un conjunto de más de 40 diputados uninominales de Guerrero, Veracruz, Puebla, Colima, Michoacán, Quintana Roo, Campeche, Oaxaca, Tlaxcala, Guanajuato, Coahuila, Durango, Hidalgo, Nayarit y Chiapas. Con plena conciencia del fraude, la oposición convino en concurrir a los colegios electorales y aceptar las diputaciones y senadurías ganadas y oficialmente reconocidas.






			Los legisladores del FDN propusieron en la Cámara de Diputados un procedimiento nuevo de conteo de los votos que permitiera dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 24 de la Ley Orgánica del Congreso, consistente en cotejar las cifras electorales oficiales, casilla por casilla, con las cifras asentadas en las actas de escrutinio en poder de los partidos políticos; de ser necesario, para aclarar las diferencias de números presentadas por distintos partidos, se procedería a la apertura y revisión de paquetes electorales, con especial cuidado en los casos de casillas donde los votos a favor de un solo partido hubieran sido superiores al 80% de los sufragios emitidos o donde el abstencionismo registrado fuera inferior al 30% del padrón de la casilla. Asimismo, en la propuesta se consideraban los distintos recursos interpuestos oportunamente de acuerdo con la ley, referentes a irregularidades que estuvieran afectando el resultado de la elección.






			La Comisión Federal Electoral nunca dio a conocer los datos de 25 mil casillas, voto por voto, como lo marcaba el artículo 170, fracción XXIX del Código Electoral, en lo que hace a la elección de presidente. La Comisión proporcionó los datos de esas 25 mil casillas correspondientes únicamente a la elección de diputados, lo que comprueba que sí contaba con los números correspondientes a la elección presidencial.6






			Respecto a lo que se ha dado en llamar la caída del sistema, Miguel de la Madrid, en su libro autobiográfico Cambio de rumbo. Testimonio de una presidencia: 1982-1988, señala que el sistema se cayó —y calló— cuando el 6 de julio, día de la elección, él instruyó al secretario de Gobernación, Manuel Bartlett, suspender la información electoral, “pues los funcionarios de los comités distritales se dedicaron de lleno a analizar y computar las casillas que les correspondían, a fin de llegar al resultado oficial” —o sea, hablando con claridad, a ajustar las cifras a su conveniencia—, en tanto que al presidente del PRI,  Jorge de la Vega, le indicó que anunciara y diera “por sentado” el triunfo de su candidato, “ante el peligro de que cundiera la convicción de que Cuauhtémoc había ganado en todo el país”.También escribió que “se dejó pendiente el desglose de la información de otras 25 000 [casillas], de las que solo se dieron resultados agregados por distrito”,7 cualquier cosa que se quiera decir con “resultados agregados”.






			Lo que no confiesa De la Madrid en su autobiografía es que nunca se contaron los votos o nunca se hicieron públicos los conteos de la elección presidencial de 25 mil casillas, 45.5% del total, y los que se presentaron como tales, “agregados por distrito”, como él los llama, los cuales fueron inventados.






			Los votos oficialmente reconocidos de esas 25 mil casillas, presentados como “agregados por distrito”, sumaron 8 787 719, 45.91% del total oficial. Su distribución fue como sigue: 11.98% (contra 21.38% en las casillas cuyos votos se dieron a conocer como oficiales, desglosados partido por partido y candidato por candidato, esto es, de las otras 30 mil casillas) para el PAN, 65.57% (contra 35.76%) para el PRI y 21.36% (contra 39.4%) para el FDN.






			Al revisar estas cifras, se concluye necesariamente que en cada distrito debió haber habido dos elecciones diferentes y dos electorados distintos que, a su vez, bien podían ser de dos países o dos tiempos también diferentes.






			Estudios posteriores a los días de los cómputos y a las confrontaciones poselectorales permiten establecer que el candidato presidencial del PAN recibió 22% de los votos, el del PRI 36% y el del FDN 42%, algo más de 900 mil votos por arriba del PRI. La verdad sobre estos números nunca podrá conocerse, pues en el primer año de la segunda legislatura del sexenio, la Cámara de Diputados, a propuesta de Diego Fernández de Cevallos, acordó la incineración de los paquetes electorales que se encontraban depositados en esa Cámara.






			Con oportunidad se presentaron impugnaciones, en 231 de los 300 distritos electorales, por violencia, negación del acceso a las casillas, expulsión de ellas y secuestro de representantes del FDN, así como por amenazas con armas de fuego, robo y relleno de urnas, entre otras.






			Los datos que se presentaron como oficiales por distrito no eran confiables. En las 13 092 casillas donde el fraude fue mayor, hay más de 4 millones de votos que se adicionaron ilegalmente en favor del candidato presidencial oficial.






			Para limpiar la elección hubiera sido necesario recurrir a las actas de escrutinio que, pudiendo estar también alteradas, constituían sin embargo el único documento a partir del cual pudiera haberse acercado a la verdad de la elección, mientras no se destruyeran los paquetes electorales.






			El candidato oficial perdió 118 distritos y en 39 más el triunfo que se le atribuyó no fue por mayoría (50% o más). Desmintiendo al jefe del partido oficial: al descontar de la votación total las casillas donde la abstención fue menor al 30% y aquellas con votos a favor de la imposición en más del 80%, los resultados oficiales a favor de la oposición de hecho no se alteran, ya que en esas 13 092 casillas el Frente Democrático y los demás partidos opositores prácticamente no recibieron votos, pero los resultados a favor del partido del Gobierno sufrirían un fuerte cambio: este dejaría el primer lugar al Frente Democrático con 125 927 votos arriba.






			De haber actuado con legalidad la autoridad oficial, las impugnaciones presentadas en las 13 092 casillas, 24% del total, debieran haber sido motivo más que suficiente para anular la elección presidencial. La legislación electoral vigente señalaba que impugnaciones reconocidas en 20% de las casillas o más obligaban a la anulación de una elección.






			Tratando de no dejar ningún recurso previsto por la ley sin utilizar para limpiar la elección, el 26 de agosto, unos días antes de la instalación formal de las Cámaras, el FDN solicitó al presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Carlos del Río Rodríguez, con base en lo establecido en el artículo 97 de la Constitución, que la Corte interviniera para hacer respetar el voto ciudadano, derecho que había sido violado a todo lo largo del aún reciente proceso electoral. Este requerimiento quedó, como fue entonces de esperarse, sin respuesta, sumándose con ello los integrantes de la Corte al fraude que cometían los otros dos poderes del Estado.






			La decisión del Colegio Electoral de declarar triunfador de la elección al candidato del PRI,  anunciada la mañana del sábado 10 de septiembre, constituyó un acto arbitrario de la autoridad al que no había manera de oponerse por la vía jurisdiccional, pues no procedía en este caso el juicio de garantías —esto es, el amparo— ni ningún otro recurso legal, lo cual, al mismo tiempo que vulneraba la voluntad ciudadana expresada el 6 de julio, cancelaba las posibilidades de que el Colegio Electoral invalidara la elección.8






			Constitución del Partido de la Revolución Democrática






			Desde agosto, ya pasada la elección, empezó a manejarse la idea de que el FDN se transformara en una organización que aglutinara todas las fuerzas que lo integraban e impulsara la realización de su programa. Se hicieron al respecto dos planteamientos: mantener el Frente como alianza de las fuerzas democráticas o fundar un partido o partidos que agruparan a los muchos ciudadanos que habían apoyado al Frente y que no se encontraban plenamente identificados con los partidos que lo conformaban.






			“México requiere”, expresé en el Zócalo el 14 de septiembre, en la gran manifestación celebrada después de la calificación de la elección presidencial, “que formemos una organización que sea la expresión política del voto ciudadano del 6 de julio, así como del cambio cultural que la conciencia colectiva está viviendo en estos tiempos de lucha y esperanza. No nos proponemos que sea la herramienta solo para ganar elecciones y constituir gobiernos. Queremos eso y también mucho más”.






			Ante esta idea, compartida por la mayoría, había que hablar con partidos y organizaciones. El PARM respondió que veía con simpatía la creación de un nuevo partido y esperaría a ver cómo se desarrollaba. El PFCRN y el PPS señalaron que se mantendrían en el Frente, pero como partidos seguirían sus propios caminos. El PMS declaró que se sumaría al proyecto y puso a su disposición su propio registro. Las demás organizaciones, salvo el Partido Socialdemócrata, decidieron sumarse al proyecto de formar un nuevo partido.






			A partir de estas respuestas, se convocó a una asamblea que invitara a la creación de un nuevo partido político. Así, el 21 de octubre de 1988, desde el Hotel Vasco de Quiroga de la Ciudad de México, se lanzó el Llamamiento al pueblo de México, en el que, entre otras cosas, se decía: 






			Reiterando el llamado del 14 de septiembre, convocamos a organizar políticamente la gran unidad revolucionaria que se expresó el 6 de julio y que constituirá la garantía de la continuidad de nuestra acción y del triunfo […].






			Nos proponemos promover la democratización de la sociedad y de las instituciones estatales. Defenderemos y haremos respetar el voto ciudadano […]. Pondremos un alto a la destrucción consciente y sistemática de las instituciones y creaciones de la Revolución Mexicana […].Terminaremos con el sistema de partido de Estado […]. Restableceremos los principios originales del federalismo contra el autoritarismo y la absorción del centralismo, y con ellos la plena capacidad de desarrollo y decisión de los estados y regiones del país […].






			Queremos que nuestra organización sea un instrumento de la sociedad y no tan solo de sus miembros o dirigentes, y para ello tendrá que dar en sus normas democráticas, en su vida interna, en la transparencia de sus recursos, en la autonomía de sus componentes regionales, en la libertad de tendencias y corrientes en su seno, en la unidad y en el respeto a las decisiones colectivas y, sobre todo, en la conducta personal de cada uno de sus miembros, la imagen tangible de aquello que propone para el país y para la sociedad […].9






			Para la formación del partido podían seguirse dos vías: utilizar el registro del PMS y a partir de él cumplir con la presentación de los requisitos formales para el cambio de nombre, emblema y documentos básicos, o celebrar el número de asambleas distritales y afiliar al número de ciudadanos que marcaba la ley como necesarios para constituir un nuevo partido. Se optó por cumplir con las dos vías.






			En un lapso de 43 días se celebraron asambleas en 223 de los 300 distritos electorales del país y se afilió a 122 mil militantes; de estas asambleas, 159 contaron con más de 300 asistentes con credencial de elector. Se cumplió así con los requisitos establecidos en el Código Federal Electoral para el registro de partidos políticos.






			Los días 6 y 7 de mayo de 1989 tuvo lugar la asamblea nacional constitutiva del partido. Se dio ahí una nueva discusión de sus documentos básicos y se eligió a los integrantes de su Consejo Nacional. Se facultó, asimismo, a la dirección para llevar a cabo los trámites del registro.






			Unos días después, el 13 y el 14, se celebró el congreso del PMS, que adoptó los documentos, emblema y denominación de Partido de la Revolución Democrática.10






			Finalmente, el 26 de mayo se otorgó al PRD su registro como partido político nacional






			Lucha por el respeto al voto






			Con la formación del PRD no concluyó la lucha por la defensa y legalidad del voto. El gobierno continuó aferrado a su política de imposición en las elecciones, cualquiera que fuera el costo, no solo político y en detrimento de su prestigio, sino incluso cobrando vidas con sangre, violencia e ilegalidad.






			En julio de 1989 habría dos elecciones importantes para el naciente PRD: la de gobernador, municipios y diputados locales en Baja California, donde el Frente Democrático había ganado la elección presidencial; y la de diputados al Congreso local en Michoacán.






			En Baja California, la candidata del PRD a gobernadora procedió durante la campaña con absoluta irresponsabilidad, dejando libre el camino al candidato de Acción Nacional, que resultó el primer gobernador de oposición en la vida moderna del país y en una condición política de predominio nacional del PRI,  el partido de Estado.






			En Michoacán el Gobierno se comportó de manera diferente: de acuerdo con las actas de escrutinio, el PRD ganó claramente 14 de las 18 diputaciones en juego; en un distrito más, que hubiera sido el 15 para el PRD, las actas fueron robadas con todo y el vehículo en el que se transportaban hacia las oficinas de la autoridad electoral, y en los tres restantes fueron tales el desorden y las violaciones a la ley que, legalmente, solo procedía la anulación de esas elecciones. El Gobierno, por otra parte, pretendía reconocer solo seis diputaciones al PRD. En ese caso, las autoridades optaron por consumar el fraude, costase lo que costase. Estaba en juego mucho más que el control de una legislatura local. Desde ese momento, el Gobierno quería que se viera que el trato a un partido y a otro sería radicalmente diferente, y que todo mundo lo entendiera. Eran, por otra parte, los momentos en los que el régimen se estaba poniendo de acuerdo con el PAN, con el que compartía, por un lado, el proyecto nacional a desarrollar y, por el otro, su visión sobre el PRD, esto es, una oposición seria a las políticas entreguistas y de exclusión social que el régimen y el panismo apoyaban.






			Visto el caso en retrospectiva, de haberse aferrado el PRD a exigir y solo aceptar la plena legalidad de la elección, se hubieran perdido las pocas posiciones legales que se le habían reconocido en la legislatura local de Michoacán y, muy probablemente, el Gobierno hubiera encontrado justificaciones para cancelar el registro del partido, lo que hubiera representado un retroceso y la pérdida por algún tiempo, quizá largo, para volver a recuperar la condición de partido político con registro y seguir así, como organización de ciudadanos, impulsando el cambio democrático en el país, pero más grave que esto, es probable que se hubiera impuesto un gobierno más represivo y violento contra toda manifestación de cambio democrático por un tiempo imprevisible.






			Las transgresiones a la ley y la violencia en tiempos electorales no terminaron con la imposición de diputados locales en Michoacán. Los finales de los años 1989 y 1990 estuvieron marcados por conflictos derivados de los fraudes y la violencia oficiales en elecciones municipales en Campeche, Zacatecas, Chihuahua, Durango, Puebla, Oaxaca, Veracruz, Aguascalientes, Sinaloa, Tamaulipas, Michoacán y Guerrero, destacándose estas dos últimas entidades por la mayor violencia oficial y la extensión de las movilizaciones ciudadanas en rechazo a los fraudes.






			La escalada de violencia del gobierno de Carlos Salinas tuvo como saldo tres asesinatos de miembros del PRD en 1988, 34 en 1989, 74 en 1990, 54 en 1992, 67 en 1993 y 12 en 1994, contabilizados hasta el 14 de mayo de este último año, además de nueve desaparecidos y decenas de heridos, golpeados y detenidos arbitrariamente. En la administración de Ernesto Zedillo, sobre todo en su primera mitad, el ambiente de agresividad y violencia desde círculos oficiales contra miembros del PRD no varió; en ese periodo cayeron asesinados más de 300 perredistas, más que en el sexenio anterior. Debe decirse respecto a estas cifras que la pérdida de vidas, producto de la violencia tolerada por las autoridades, según se ha podido conocer con posterioridad, aunque no propiamente contabilizada, fue mucho mayor.






			Esos delitos, a pesar de haber sido denunciados oportuna y debidamente, estuvieron y hasta hoy han permanecido protegidos por la impunidad. No se castigó a los autores materiales y menos a los intelectuales. Si bien no hay evidencias para afirmar que esos crímenes, que sobre todo cobraron vidas de militantes de base del PRD, se hubieran cometido a partir de una instrucción central o que obedecieran a un diseño previo, la protección del Estado a sus autores y la impunidad que se les brindó al no investigarlos de manera adecuada constituyen el denominador común que los une y que solo pudo corresponder, en el régimen de partido de Estado, a una decisión y a una forma particular de persecución y de violencia determinada o aceptada por la más alta autoridad del país, en su momento, Carlos Salinas y Ernesto Zedillo.11






			La elección intermedia de 1991






			El primer domingo de diciembre de 1989 se celebraron elecciones municipales en Michoacán. De acuerdo con los cómputos de votos que se obtenían, el PRD ganaba en los municipios de mayor importancia, Morelia y Uruapan entre ellos, así como en unos 50 más, pero el Gobierno se resistía a reconocerlo, lo que provocó fuertes enfrentamientos en muchos de ellos, entre los que destacaba Uruapan. El Gobierno acabó por reconocer triunfos del PRD en 52 municipios, por 56 del PRI y tres para otros partidos. La inconformidad de perredistas llevó a tomas y plantones en 32 ayuntamientos y en 21 de ellos estableció gobiernos paralelos a los del partido oficial que se mantuvieron activos por largos meses. En estos conflictos cayeron asesinados seis perredistas y los heridos se contaron por decenas. En Uruapan, donde el PRD presentó con contundencia y amplitud las evidencias del fraude y tras intensas y concurridas movilizaciones en demanda del respeto al voto, la autoridad decretó la anulación de la elección, convocándose a nuevos comicios para el 3 de junio de 1990.






			Esta nueva elección estuvo plagada de aun mayores atropellos e irregularidades que la ordinaria de diciembre de 1989. Esa elección extraordinaria la utilizó el Gobierno como prueba piloto para poner en práctica formas de fraude sofisticado, que en este caso se sumó a los atropellos burdos con los que usualmente venía imponiendo a sus candidatos.






			La elección de Uruapan tuvo una preparación distinta por parte del Gobierno: a través de la autoridad electoral federal empezó a estudiarse cómo se habían dado los votos en elecciones anteriores, sección por sección, esto es, casilla por casilla, y cuántos votos serían necesarios para que el PRI quedara arriba del PRD. Se revisó y en muchos casos se modificaron la configuración de las secciones y la ubicación de las casillas. Se eliminó del padrón, arbitrariamente, a posibles votantes de la oposición y se infló con potenciales votantes oficiales. Se entregaron credenciales de elector multiplicadas a gente del PRI para que pudiera votar en varias casillas. Se alteraron, en consecuencia, las listas de electores, y el día de la elección funcionaron mecanismos que, en la federal intermedia de julio de 1991, se pusieron en práctica por todo el país: “ratón loco” —esto es, impedir a ciudadanos votar en la casilla que le señalaba su credencial de elector, mandarlos a otra y a otra, hasta que decidían no votar—, “carrusel” —es decir, gente del PRI,  con varias credenciales, votando en diferentes casillas—, acarreos de personas, ajenas a la sección o incluso al municipio o al distrito, a las que se habían dado credenciales que les permitían votar. El Gobierno sembró así la confusión entre los votantes del PRD y para el PRI todo fueron facilidades.






			Las prácticas ilícitas ejecutadas en Uruapan se aplicaron afinadas en las elecciones locales de Hidalgo y el Estado de México y, en forma extendida, en todo el país en la intermedia de julio de 1991. La preparación de esa elección había coincidido con el levantamiento del censo nacional de población de 1990, en el que se detectaron prácticas indebidas, entre ellas que los mismos encargados de levantar el censo eran miembros del PRI,  los cuales detectaban a quienes no formaban parte o no mostraban simpatía por ese partido, lo que, por cierto, retrasó los resultados oficiales del censo e introdujo errores que ya no se corrigieron. Así, el Gobierno tuvo padrones electorales por sección a modo y logró identificar simpatías y votantes para repartir credenciales multiplicadas, etc., ventaja que el día de la elección se sumó a las viejas prácticas: ratones locos, carruseles, boletas insuficientes en las casillas en las que se preveían mayorías de la oposición, etc., y, en su momento, rechazo a las impugnaciones, resistencia para entregar actas de escrutinio a representantes de la oposición y demás cosas por el estilo.






			El Gobierno esperaba una votación nacional para el PRD del orden del 2% al 3%. Se obtuvo el 9%, lo que permitió al partido sobrevivir.12






			De 1994 a 1997






			El año 1994 sería de elecciones y de sobresaltos políticos. Hacia finales del 1993 habían dado comienzo las campañas de los candidatos presidenciales de los diferentes partidos. Amaneciendo el 1 de enero, día en que entraba en vigor el Tratado del Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), una conmoción política: se conoció que había estallado una rebelión armada en Chiapas, que el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), que por primera vez hacía su aparición pública, había tomado San Cristóbal de las Casas y declarado la guerra al Gobierno de la República. El hecho cambiaba el panorama político de la nación. A la noticia del 1 de enero siguieron varios días de combates entre zapatistas y tropas del Ejército federal: ataques de los rebeldes al cuartel de Rancho Nuevo, aviones de la Fuerza Aérea ametrallando a las colonias periféricas de San Cristóbal, imágenes en la televisión de guerrilleros armados muertos, con rifles de madera a su lado, alineados en calles de Ocosingo, etc. Y, desde luego, una creciente presión social en todo el país que demandaba el cese de las hostilidades y la búsqueda de negociaciones entre los levantados y el Gobierno. El 11 de enero el Gobierno decretó unilateralmente el cese de las hostilidades y reconoció al EZLN la calidad de beligerante. El 16, en la catedral de San Cristóbal, se iniciaron las pláticas de paz.






			Las actividades electorales se reanudaron con normalidad, hasta que llegó el siguiente sobresalto: el 23 de marzo, pardeando el día, se conoció la noticia de que Luis Donaldo Colosio, candidato presidencial del PRI,  había sido asesinado en Tijuana.






			Estos acontecimientos marcaron la elección de ese año, pero vendría un sobresalto más: a las tres semanas de la asunción del nuevo Gobierno, en diciembre del mismo 1994, reventó una aguda crisis económica que empezó manifestándose con una violenta e inesperada devaluación del peso frente al dólar, producto de malos manejos y la corrupción acumulados; junto con eso, llegó el reclamo estadunidense del pago de 29 mil millones de dólares de la deuda contraída en pesos, que el Gobierno mexicano había decidido cubrir en dólares, más vencimientos de la deuda externa por 6 mil millones de dólares que era igualmente urgente pagar.






			El Gobierno enfrentó estos reclamos aceptando un endeudamiento por 18 mil millones de dólares que impuso el presidente Clinton, condicionado además a la reducción del gasto público de 1.3% del producto interno bruto (PIB), la aceleración de la venta de activos públicos como concesiones de carreteras, puertos y aeropuertos, la enajenación de los ferrocarriles y el compromiso con las cúpulas sindicales y empresariales de no elevar los salarios de los trabajadores.






			La crisis de la economía se prolongó a lo largo de 1995. El Gobierno la enfrentó tomando nuevos créditos del exterior, comprometiendo los ingresos producto de las exportaciones petroleras y aplicando con gran rigidez medidas restrictivas del gasto público y a las inversiones sociales. A los problemas económicos hubo que sumar los de carácter político. Como válvulas de escape, el Gobierno concedió autonomía al Instituto Federal Electoral (IFE), que dejó de estar presidido por el secretario de Gobernación, poniendo a su cabeza un consejo de ciudadanos sin pertenencia partidaria; se ampliaron las facultades de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, que se transformó en Asamblea Legislativa; y se reformó la legislación para abrir la posibilidad de que, coincidiendo con las elecciones legislativas intermedias de julio de 1997, se eligiera, por primera vez, a un jefe de Gobierno del Distrito Federal, que tan solo por esa ocasión duraría en su encargo tres años. Del año 2000 en adelante ese encargo duraría seis años.






			En esas condiciones se llegó a las elecciones de 1997. Además de las modificaciones señaladas, se dio un cambio de gran importancia en el proceso electoral: por primera vez los medios de comunicación, televisión y radio dieron acceso a la oposición, contribuyendo así, además de la confianza que ya representaba contar con una autoridad independiente, a crear una situación de equidad para los partidos y candidatos contendientes.






			En las elecciones del 6 de julio de 1997 la oposición ganó la Jefatura de Gobierno y la mayoría de las diputaciones locales del Distrito Federal. Asimismo, se inauguró un importante cambio en la vida legislativa del país: el partido oficial perdió la mayoría absoluta en la Cámara de Diputados. Esto fue el resultado de que por primera vez, después de que se eligió a Francisco I. Madero como presidente en 1911, el voto fuera respetado y bien contado. De 1997 y hasta nuestros días puede decirse que en elecciones tanto federales como locales los votos se han contado bien, pues no se han presentado impugnaciones por ese motivo hasta ahora, lo que no quiere decir que después de los comicios de 1997 y a partir de las federales de 2000 los procesos electorales se hayan realizado sin problemas, pues ha sido evidente que es necesario todavía, para tener elecciones totalmente confiables, más que otra cosa, evitar la presencia de dineros sucios en ellas, así como intromisiones de funcionarios con la intención de inclinar los resultados según sus particulares intereses. Estos aún son pendientes para nuestra democracia.






			La transición pendiente






			En materia electoral se ha tratado someramente el tránsito hacia una democracia amplia y respetada de 1917 a la fecha y, con mayor detalle, lo sucedido electoralmente de 1988 hasta 2018. Se ha dado cuenta de los avances en la organización y conducción de elecciones logrados hasta hoy que, ante los riesgos de retroceso que plantean la presencia de dineros ilegales y las intromisiones indebidas de funcionarios, vividas en los procesos electorales de 2000 a la fecha, deben consolidarse, empezando por lograr la efectiva erradicación de esas prácticas.






			La transición a la democracia, como ya se ha señalado, va mucho más allá de lo electoral, y si bien no cabe en este trabajo referir los avances, desviaciones y retrocesos que se han tenido en las cuestiones políticas, sociales y económicas en el periodo que va de 1917 o de 1988 al día de hoy, sí es oportuno hacer mención de que la alternancia de partidos en la titularidad del Ejecutivo que se ha tenido en 2000, 2012 y 2018 no ha significado un cambio del modelo político, económico y social puesto en práctica desde principios de la década de 1980, por lo que subsisten, como problemas graves que efectivamente impiden transitar hacia una democracia plena, la creciente desigualdad social, reflejada en una desmedida concentración de la riqueza en grupos de población cada vez más reducidos y en una pobreza que no se ve cuándo podría erradicarse, la falta de desarrollo y el consecuente rezago económico, el abandono de esfuerzos por romper eslabones de dependencia económica con el exterior, los aumentos de la inseguridad y la violencia, que se vinculan con la expansión de la delincuencia y su control de territorios cada vez más extensos, y la tendencia, que se agudiza, a la concentración de las decisiones políticas.






			Para concluir, habrá que insistir en la necesidad de seguir luchando por hacer realidad los objetivos principales de una democracia plena: igualdad de toda persona en la sociedad, ante el Estado, la ley y las oportunidades de progreso; abatimiento de la pobreza; atención efectiva de la salud; educación de calidad; trabajo y seguridad social para todos; racionalidad en el manejo de los recursos naturales, culturales y productivos de la nación, combate decidido a la corrupción, independencia frente a los poderes hegemónicos del exterior y equidad en las relaciones internacionales, todo ello dentro de un efectivo Estado de derecho. Estos son los retos del presente y del futuro inmediato.
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